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León, Guanajuato, a 27 veintisiete de noviembre del año 2013, dos mil trece. 

V I S T O para resolver el expediente número 183/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano …, en contra de la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal y de Inspectores adscritos a la Dirección de Fiscalización y Control, …, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que del  análisis integral del escrito de demanda, se concluye que el actor impugna los siguientes actos: el documento determinante de crédito, …; el acta de inspección …; y, la multa que se le aplicó …, lo anterior es así, en virtud de que la demanda y sus anexos deben contemplarse como un todo. Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acredita en autos de esta causa administrativa, el primero con la copia al carbón de la citada acta de inspección y el segundo y tercer actos, con la copia al carbón del referido documento determinante de crédito; las que forman parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas en la contestación de la demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción de falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que al señalarse al actor como destinatario de los actos combatidos, cuenta con interés jurídico para impugnarlos, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y con ese carácter de destinatario de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone, bajo el argumento de que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De igual manera, oponen la excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, tal y como sucedió en este caso, pues de no hacerlo así, se hubiese incurrido en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, los inspectores demandados expresan que se actualiza la causal de improcedencia señalada en el artículo 261, fracción IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el acto que se intenta impugnar fue notificado el 08 ocho de enero del 2012, dos mil doce, surtió efectos el día 09 nueve del mismo mes y año; y, la fecha límite para promover la acción de nulidad, feneció el 22 veintidós de febrero del 2012 dos mil doce; por ende, se desprende el consentimiento tácito, pues el actor no promovió dentro de los 30 treinta días siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación o de que se hizo sabedor del acta  de inspección impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, en virtud de lo siguiente:

El acta de inspección combatida, no se encuentra consentida tácitamente, toda vez que este acto de naturaleza procedimental, adquiere el carácter de definitivo hasta que se da la calificación de la infracción, acto que en la especie ya ocurrió, tal y como se advierte del documento determinante de crédito, …, que obra en autos de esta causa administrativa, pues en dicho documento se expresa la cantidad liquida …, por concepto de la multa impuesta al justiciable, por la venta de bebidas alcohólicas de cualquier graduación en campos deportivos, sin giro, de aquí se desprende existencia de la calificación de la infracción, toda vez que ya se decretó la comisión de la falta administrativa a cargo del actor y se le aplicó la sanción de multa, luego entonces, estamos frente a un acta de inspección definitiva y como acto administrativo es impugnable por vicios propios; de este modo, cabe precisar que el acta de visita de inspección por su naturaleza, es susceptible de impugnarse en dos momentos a saber: el primer momento se da cuando en el acta de visita de inspección se le imponga al visitado la clausura inmediata o algún otra medida de seguridad de las contempladas en el artículo 210 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, supuesto en el cual desde ese momento el particular visitado puede resentir un perjuicio de carácter jurídico, hipótesis que no sucede en el asunto que se resuelve y el segundo momento ocurre cuando la autoridad administrativa califica la infracción, supuesto que ya aconteció en la especie, luego entonces, es el caso que a partir de la notificación formal de la calificación de la infracción, la visita combatida dentro del procedimiento administrativo, adquiere el carácter de acto definitivo para efectos del proceso administrativo y hasta este momento es susceptible de impugnarse; sin embargo, es el caso que la autoridad omitió aportar al sumario los documentos en donde consta la notificación de la audiencia de calificación de la infracción, bajo esta premisa, existen elementos suficientes para sostener que el actor tuvo conocimiento de esa calificación hasta el día 21 veintiuno de marzo del año 2012, dos mil doce, fecha en que expresa se le notifica el documento determinante de crédito que obra en el sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el escrito de demanda se encuentra presentado dentro del término legal, tomando en cuenta que se recibió en este Juzgado el día 14 catorce de mayo del año 2012, dos mil doce, según se advierte del sello oficial de recibido de la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, que consta al reverso de la primer hoja útil de la demanda, de donde resulta, que no le asiste la razón a la autoridad, dado que la demanda se presentó dentro del término legal de 30 treinta días hábiles establecido en el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; lo que se determina conforme al cómputo del plazo siguiente: la notificación de la impugnada multa impuesta al actor, se practicó el miércoles 21 veintiuno de marzo del año 2012, dos mil doce, luego surte sus efectos el jueves 22 veintidós y el término empieza a correr el día lunes 26 veintiséis y continua el martes 27 veintisiete, el miércoles 28 veintiocho, el jueves 29 veintinueve, el viernes 30 treinta de marzo; el lunes 09 nueve, el martes 10 diez, el miércoles 11 once, el jueves 12 doce, el viernes 13 trece, el lunes 16 dieciséis, el martes 17 diecisiete, el miércoles 18 dieciocho, el jueves 19 diecinueve, el viernes 20 veinte, el lunes 23 veintitrés, el martes 24 veinticuatro, el miércoles 25 veinticinco, el jueves 26 veintiséis, el viernes 27 veintisiete,  el lunes  30 treinta de abril;  el miércoles 02 dos, el jueves 03 tres, el viernes 04 cuatro, el lunes 07 siete, el martes 08 ocho, el miércoles 09 nueve, el jueves 10 diez, el viernes 11 once y el lunes 14 catorce de mayo, estos meses del año 2012, dos mil doce; descontándose del cómputo relativo los días siguientes: el jueves 22 veintidós por haber surtido efectos la notificación, el viernes 23 veintitrés por la visita del Papa Benedicto XVI, el sábado 24 veinticuatro, el domingo 25 veinticinco, el sábado 31 treinta y uno de marzo; el  domingo 1° primero, del lunes 02 el viernes 06 seis por vacaciones de semana santa, el sábado 07 siete, el domingo 08 ocho, el sábado 14 catorce, el domingo 15 quince, el sábado 21 veintiuno, el domingo 22 veintidós, el sábado 28 veintiocho, el domingo 29 veintinueve de abril, el martes 1° primero, el sábado 05 cinco, el domingo  06 seis, el sábado 12 doce y el domingo 13 trece de mayo, del año 2012, dos mil doce. Por tal motivo, el último día para presentar la demanda para combatir los actos señalados en líneas arriba, lo fue el lunes 14 catorce de mayo del aquel año y es el caso que la demanda se recibió en la Oficialía de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el lunes 14 catorce de mayo del año 2012, dos mil doce, por este motivo, no se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción IV del artículo 261 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las anteriores excepciones, así como de la  causal de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en la última parte del  primer concepto de impugnación de la demanda el actor señala en lo esencial que se designó a testigos que debían ser designados por el actor y no por supuestos testigos residentes en la misma Dependencia nombrados por los propios inspectores, por lo que la multa que impugna es ilegal; es por esos motivos, que el documento determinante de crédito impugnado, deviene en ilegal, al ser un acto consecuencia de un acto y de un procedimiento que resulta ilegal en su origen. En tanto, que el inspector demandado en su contestación aduce en esencia que el primer concepto de impugnación alegado por la parte actora resulta falso e inoperante, toda vez que el acta de inspección fue realizada con las debidas formalidades, es decir, fue emitida con la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta  FUNDADO, en mérito de las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe mencionar que considerando que el monto de la multa impugnada es de $5,670.00 (cinco mil seiscientos setenta pesos 00/100 moneda nacional), de modo que el monto no excede de la cantidad que resulta de multiplicar 150 cinto cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado, a razón de $59.08 (setenta y un pesos 38/100 moneda nacional), que arroja como resultado la cantidad de $8,862.00 (ocho mil ochocientos sesenta y dos pesos 00/100 moneda nacional), por tal motivo, de acuerdo a lo señalado en la fracción III del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el Juzgador se encuentra constreñido a suplir la queja deficiente planteada en la demanda. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, conforme a lo estipulado por el artículo 16 Constitucional, párrafos décimo primero y décimo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, las visitas domiciliarias deben sujetarse a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos y la orden de cateo expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia; así mismo, cabe precisar que estos requisitos constitucionales se reflejan en los requisitos legales establecidos en el artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al establecer las reglas formales para la práctica de las visitas de inspección, que vienen a constituir los requisitos que debe reunir el acta levantada con motivo de una visita domiciliaria, de los cuales analizaremos los previstos en la fracciones IV, V y VII del citado numeral que en lo conducente disponen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 “Artículo 208.- Las autoridades administrativas para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de verificación o inspección en el domicilio, instalaciones, equipos y bienes de los particulares, en los casos que señalen las leyes y reglamentos aplicables, conforme a las siguientes reglas:

IV.- Al iniciarse la verificación o inspección, los visitadores que en ella intervengan se deberán identificar ante la persona con quien se entienda la diligencia, con credencial o documento vigente con fotografía expedido por la autoridad administrativa competente, que los acredite legalmente para desempeñar su función;”
V.- La persona con quien se entienda la diligencia será requerida por los visitadores para que nombre a dos testigos que intervengan en la misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir como tales, los visitadores los designarán. Los testigos podrán ser sustituidos por motivos debidamente justificados en cualquier tiempo, siguiendo las mismas reglas que para su nombramiento;

VII.- Los visitadores harán constar en el acta que al efecto se levante, todas y cada una de las  circunstancias, hechos u  omisiones que se  hayan observado en
la diligencia;”
Conforme a la fracción IV, los inspectores se encuentran constreñidos a identificarse y formalmente lo deben hacer constar en forma pormenorizada en el acta de visita, porque el visitado debe conocer con precisión todas las circunstancias que concurren en la inspección, a fin de que se le de seguridad jurídica, de ahí resulta que no basta que los inspectores visitadores hubieren hecho constar que se identificaron uno mediante credencial número … y otro con la credencial …, de fecha 02 dos de enero de 2012, dos mil doce, expedidas por el Director de Fiscalización y Control, con vigencia al 09 nueve de octubre del año 2012, dos mil doce, sino que de acuerdo a la fracción VII del artículo de mérito, debe levantarse un acta debidamente circunstanciada, esto es, asentándose todas y cada una de las circunstancias, hechos u omisiones que se hayan observado en la diligencia, en tal virtud, conforme a lo previsto en la citada fracción IV, es menester asentar pormenorizadamente que en la credencial aparece la fotografía, el nombre y la firma del inspector, el nombre del servidor público que expidió el documento de identificación, la fecha de expedición y vigencia de las credenciales, datos necesarios con el propósito de que la identificación sea plena que no dejen duda alguna acerca de que quien visita el domicilio sea un funcionario que pertenece a la Dependencia, que se encuentra facultado para llevar a cabo esa actividad de fiscalización y que por tal motivo puede introducirse a su domicilio; lo anterior, es con el objeto de que el visitado conozca cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en dichas diligencias, dado que esta exigencia tiende a proteger los derechos subjetivos administrativos, las garantías individuales y los derechos humanos del visitado. Respecto a la identificación de los testigos resultan ilustrativos los criterios sustentados en primer lugar en Jurisprudencia por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en segundo lugar en una Tesis Aislada, por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, respectivamente, bajo los siguientes rubros: “AUDITORES, DEBEN ASENTAR EN EL ACTA DE VISITA DOMICILIARIA, LOS PORMENORES DEL DOCUMENTO QUE LOS IDENTIFICA. Lo dispuesto por el artículo 84, fracciones II y V, del Código Fiscal de la Federación, vigente en el año de mil novecientos ochenta y dos, debe entenderse en el sentido de que al iniciarse una visita domiciliaria, los auditores que la lleven a efecto, deben identificarse plenamente con el visitado y hacer constar, en el acta correspondiente, los pormenores del documento que los acredita con ese carácter, en virtud de que las visitas domiciliarias son diligencias en cuyas actas se debe hacer constar en forma circunstanciada todos los hechos u omisiones observados en el transcurso de su realización, por lo que, como la identificación de los auditores es un hecho realizado en la secuela inicial de la diligencia, así se debe hacer constar, no siendo suficiente, que únicamente los nombres de los visitadores, que intervinieron en la diligencia, consten en el acta de visita.” Octava Época; Registro: 226521; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 22-24, Octubre-Diciembre de 1989; Materia(s): Administrativa; Tesis: I.5o.A. J/10; Página: 121. “VISITA DOMICILIARIA. LOS AUDITORES NO ESTÁN OBLIGADOS A CIRCUNSTANCIAR EN EL ACTA RESPECTIVA QUE SUS CONSTANCIAS DE IDENTIFICACIÓN CONTIENEN EL FUNDAMENTO DE SU EMISIÓN. La Segunda Sala del Alto Tribunal de la República, al emitir la jurisprudencia de rubro: "VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.", identificada con el número 6/90, visible en la página ciento treinta y cinco del Tomo VI, Primera Parte, julio a diciembre de mil novecientos noventa, de la Octava Época del Semanario Judicial de la  Federación, consideró que como la visita domiciliaria constituye un acto de molestia para el contribuyente, la identificación de los visitadores debe ser plena y realizarse en circunstancias que no dejen duda alguna acerca de que quienes visitan su domicilio son funcionarios que pertenecen a la dependencia, que se encuentran facultados para llevar a cabo esa actividad y que por tal motivo pueden introducirse a su domicilio. Para cumplir con lo anterior, en el acta respectiva se debe describir con claridad el documento relativo y asentar la fecha de las credenciales; señalar quién las expide -indicando no sólo el órgano, sino su titular y la norma que le da competencia para su emisión- así como todos los datos relativos a la personalidad de los visitadores y su representación. Bajo esas circunstancias, los auditores tienen únicamente la obligación de asentar el fundamento en que se basó su superior para expedir sus constancias de identificación, mas no la tienen de pormenorizar que las que exhiben contienen el fundamento de su emisión, por lo que exigir tal circunstancia va más allá de lo que la ley establece.” Novena Época; Registro: 176617; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXII, Noviembre de 2005; Materia(s): Administrativa; Tesis: 

VI.3o.A.263 A; Página: 945. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En ese sentido, en el acta de visita de inspección impugnada se aprecia que no se realizó de manera pormenorizada la identificación del inspector demandado, en razón de que no se hace constar de manera expresa que el documento que sirvió para identificarse tiene la fotografía, el nombre y la firma del inspector, ni tampoco se expresó que contiene el nombre del servidor público que expidió el documento de identificación; omisiones que constituyen circunstancias que ponen de relieve que el acta de visita que nos ocupa, se levantó en contravención a lo estipulado por la fracción IV del artículo 208 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por consiguiente, la visita domiciliaria incumple con las exigencia contempladas en el artículo 16, párrafos décimo primero y décimo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, ya que este precepto en los casos de visitas domiciliarias, constriñe a las autoridades administrativas fiscalizadoras a sujetarse a las formalidades prescritas para los cateos, formalidades que, en la parte final del primer párrafo del propio texto constitucional, incluyen la obligación de levantar una acta circunstanciada, en la que se precisen en forma pormenorizada las circunstancias, hechos u omisiones de carácter concreto surgidas en el desarrollo de la visita de verificación, entre cuyas circunstancias se encuentra obviamente la identificación del inspector demandado; bajo esas condiciones, no les asiste la razón a los inspectores demandados y el acta de visita combatida se encuentra afectada de ilegalidad e incumple con el elemento de validez previsto en la fracción VIII del artículo 137 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Así, a fin de desentrañar el sentido de la citada fracción V del artículo 208, en cuanto a la designación de los dos testigos que tienen el carácter de servidores públicos adscritos a la Dependencia que ordena la visita de inspección, se aplica el método de interpretación Teleológico, pues se identificará el sentido de esta disposición legislativa atendiendo al fin que obedeció su creación; de este modo, el hecho de que la validez de la visita de inspección se condicione a la existencia de un acta debidamente circunstanciada en la que se nombre a dos testigos y que sea firmada por ellos, no significa que a estos les corresponda verificar que la diligencia se practique conforme a derecho, sino que a ellos sólo les tocará constatar que los hechos ocurridos durante el desarrollo de la diligencia respectiva y asentados en el acta relativa corresponde a la realidad, pues lo que se pretende con esta fracción V, es que los testimonios de las personas designadas garanticen con objetividad e independencia los hechos asentados en el acta de visita de inspección; a pesar de lo anterior, en la propia acta de inspección, levantada con fecha 08 ocho de enero del año 2012, dos mil doce, se aprecia que el inspector demandado, ante la negativa del actor de nombrar dos testigos, designa como tales a …, quienes se encuentran adscritos a la Dirección de Fiscalización y Control, ambas personas indican como domicilio el ubicado en Avenida Universidad número 124 de la colonia Lomas del Campestre de esta ciudad y más adelante en la propia acta de inspección, este inmueble es señalado como domicilio donde se ubican las Oficinas de la referida Dependencia, pues ahí se cita al presunto infractor para al día 08 cho de enero del año 2012, dos mil doce, a la audiencia de calificación de la infracción respectiva, en esas condiciones, las dos personas que fungen como testigos en el acta de visita de referencia, son servidores públicos de la Dirección de Fiscalización y Control, de esta manera, resulta incuestionable que, dada su calidad de empleado de la citada Dependencia y de testigos -designados en actos del mismo procedimiento administrativo de inspección-, en la especie, su atesto no garantiza objetividad y libertad de posición en lo asentado en el acta de visita de inspección practicada con fecha 30 treinta de abril del año 2012, dos mil doce, a las 11:00 once horas, dentro del procedimiento administrativo, identificado con el expediente número …; acta que obra en copia al carbón que forma parte del sumario y que de acuerdo a lo señalado por el artículo 117 del Código de  Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, toda vez que fue reconocida por las propias autoridades en la contestación de la demanda y a su vez la ofrecieron como prueba. Luego entonces, esta designación debe recaer en personas que no sean servidores públicos, pues sólo así podrán relatar hechos ajenos que les consten de manera objetiva y sin influencia alguna de la autoridad que ejecutó materialmente la visita de inspección, por tal motivo, es óbice que se contraviene la fracción V del artículo 208, del Código de  Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y esas condiciones, hacen que el acta de visita combatida se encuentra afectada de ilegalidad e incumple con el elemento de validez previsto en la fracción VIII del artículo 137 del mismo Código. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador la Tesis Aislada sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el siguiente rubro: “ACTA DE VISITA DOMICILIARIA DE INSPECCIÓN Y VERIFICACIÓN. CARECE DE VALIDEZ CUANDO AL LEVANTARLA, LOS SERVIDORES PÚBLICOS DESIGNADOS PARA LA PRÁCTICA DE LA DILIGENCIA EN EL ACUERDO ADMINISTRATIVO QUE LA ORDENÓ, FUNGEN COMO TESTIGOS. De la interpretación del artículo 16, párrafos octavo y décimo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente hasta el 18 de junio de 2008, en relación con la jurisprudencia 1a./J. 83/2008 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pendiente de publicación, de rubro: "DILIGENCIAS DE CATEO Y PRUEBAS QUE FUERON OBTENIDAS EN LA MISMA. CARECEN DE VALOR PROBATORIO, CUANDO LA AUTORIDAD QUE LA PRACTICA, DESIGNA COMO TESTIGOS A LOS POLICÍAS QUE INTERVINIERON MATERIALMENTE EN LA EJECUCIÓN DE LA MISMA.", en la que se sustenta que, dado el carácter intrínseco de la figura de testigo, tercero ajeno a la actividad o hecho sobre el cual va a dar noticia con plena independencia y libertad de posición, la designación debe recaer en persona que no haya tenido participación directa en la ejecución de la orden de cateo, pues sólo así podrán relatar hechos ajenos que les consten, se concluye que cuando en el acuerdo administrativo que ordenó la visita domiciliaria de inspección y verificación se designan diversos servidores públicos para su práctica y al momento de levantarse el acta respectiva, éstos fungen como testigos, resulta inconcuso que, dada su calidad de autoridades, su testimonio no garantiza objetividad e independencia en lo asentado en el mencionado documento y, por tanto, no es dable otorgar eficacia jurídica plena a lo que se pretendió hacer constar, lo que implica que dicha diligencia carece de validez, al no cumplir con los requisitos exigidos por el invocado artículo 16 constitucional.” Novena Época; Registro: 168518; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVIII, Noviembre de 2008; Materia(s): Administrativa; Tesis: II.1o.A.152 A; Página: 1310. Amparo directo 584/2007. Elena Miranda Saucedo. 11 de septiembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Andrea Zambrana Castañeda. Secretario: José Fabián Romero Gómez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, el acta de inspección no se encuentra debidamente  circunstanciada, en razón de que el inspector no asentó los hechos de manera detallada, dado que omitió expresar en qué consisten las  actividades o los actos de comercio que estaba realizando el presunto infractor, pues se limita a indicar que “se comprueba la existencia de bebidas alcohólicas para su venta al público de 36 treinta y seis unidades de cerveza victoria de media todas almacenadas dentro de una hilera en el interior de un vehículo automotor ubicado dentro de los campos deportivos de la comunidad los Arcos”; como se advierte de esta parte del acta en comento, se desprende que el inspector demandado omitió expresar todas y cada una de las circunstancias acontecidas en el momento del levantamiento de la diligencia respectiva, irregularidad que hace que el acta de visita combatida se encuentre afectada de ilegalidad e incumpla con el elemento de validez previsto en la fracción VIII del artículo 137 del mismo Código. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Por tanto, resulta ilegal el Acta de Inspección combatida, en razón de que se omitió describir de manera pormenorizada las credenciales que sirvieron para la identificación de los inspectores que practicaron la visita de inspección, se designaron como testigos a dos Servidores Públicos adscritos a la Dirección de Fiscalización y Control de este Municipio y además no se expresaron de manera pormenorizada los hechos, con lo que se violan en perjuicio de la parte actora los artículos 208, fracciones IV, V y VII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, con lo que se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora; por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del acta de visita de inspección practicada con fecha 08 ocho de enero del año 2012, dos mil doce, a las 12:18 doce horas con dieciocho minutos, dentro del procedimiento administrativo de inspección, identificado con el expediente número …, la que como acto del procedimiento administrativo, a su vez acarrea la nulidad de sus actos consecuentes como lo son la multa … y  el documento determinante de crédito, con número de crédito …, …. Lo anterior es así, por derivarse de un acto viciado emitido en el procedimiento administrativo de inspección de origen, como lo es la visita de inspección. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se  harían en alguna forma  partícipes de tal  conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo  expuesto y  además con  fundamento en los  artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, 301 fracción III y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD total del acta de Inspección, …, del procedimiento administrativo de inspección, … y de sus actos consecuentes como lo son la multa aplicada al actor … y el documento determinante de crédito, …, suscrito por la entonces Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, por la misma cantidad; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . .  . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA  DEL 27 DE NOVIEMBRE  DE 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 183/2012-JN.
